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Ministerio de Salud

Estimado señor:

Asunto:
Devolución sin visado de facturas por concepto de reconocimiento de intereses


Por las razones que motivan este oficio se devuelven sin el visado correspondiente las facturas electrónicas procesadas mediante el Sistema Integral de Gestión de la Administración Financiera (SIGAF), por concepto de reconocimiento de intereses, originados en pagos a destiempo por parte de la Administración.  Las facturas en cuestión están a nombre de las siguientes personas:

Nombre
Nro. Factura electrónica
Nro.Resolución administrativa

Nydia Alfaro Ávila
1900013240
DM-Y-312-03

Elda Zamora Barquero 
1900013154
DM-Y-310-03

Rodrigo Ruiz Quirós
1900013184
DM-F-377-03

Leyla Garro Valverde
1900014958
DM-EC-6134-02

Lupita Sánchez González
1900013176
DM-Y-126-03

Olger González Montoya
1900013177
DM-F-361-02

Se procede seguidamente al análisis de las principales situaciones atinentes a estos casos.

Los documentos presentados corresponden al reconocimiento de intereses originados en supuestos atrasos en el pago de derechos laborales por parte del Ministerio de Salud; sin embargo, no se indican las diferentes tasas de interés con base en las cuales se determinaron las sumas respectivas, señalándose sobre este particular solamente que el cálculo se hizo de acuerdo con la tasa de interés de los certificados de depósito a seis meses, plazo definido por el Banco Nacional en cada periodo. No está demás agregar, en relación con el punto comentado, que para propósitos de visado, entre otras cosas, es necesario contar con toda la información que sustenta los pagos que la Administración pretende hacer, pues de otra manera, no se puede hacer el estudio de los documentos.

Por otra parte, en todos los casos bajo examen se reconocen intereses a partir de la  fecha en que se produjo un despido sin justa causa por parte del patrono. No obstante, para efectos de reconocimientos de esta naturaleza debe existir, por un lado, un reclamo  fundamentado de parte del interesado, y por otro, si se acepta el derecho que avala las pretensiones del peticionario, una resolución razonada, mediante la que se establezcan  claramente los hechos y circunstancias que configuran una actuación anormal e ilegítima por parte de la entidad, que permita, sin ningún género de dudas, declarar con lugar el reclamo planteado. En este sentido, la sentencia No. 97 de las 9:50 horas del 14 de febrero de 1997 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, establece:

“Existe funcionamiento anormal cuando la actuación es antijurídica en sí misma, ya sea porque se realizó con violación del ordenamiento positivo, o de las normas técnicas de buena organización y de administración, o de las reglas de prudencia en el actuar administrativo...igualmente, es anormal el funcionamiento de la Administración, cuando acarrea resultados inesperados, no conformes con su naturaleza y función, incluso contradictorios con el fin público perseguido por la legislación, aunque la actuación no sea en sí misma antijurídica.”

Téngase en cuenta que los fondos públicos están sujetos a un régimen de administración financiera; esto implica no solo la participación de diversas instancias en el trámite de pago, sino también el obligado cumplimiento de todos los procedimientos y controles existentes, que se encuentran amparados a un cuerpo normativo de carácter  legal, reglamentario, técnico  y administrativo.  En consecuencia, sin haberse cumplido con tales controles y procedimientos y sin contar con las autorizaciones pertinentes, no se puede hacer el efectivo giro contra los fondos públicos, so pena de contravenir el principio de legalidad administrativa, lo que equivaldría a enfrentar las consecuencias previstas para actuaciones reñidas con las disposiciones jurídicas, administrativas, o técnicas.

Lo anterior, por supuesto, incide directamente en el momento de pago, y origina que la Administración deba consumir un período de tiempo para proceder a la cancelación de sus obligaciones; es decir, el pago oportuno de la obligación contraída está en relación directa con el cumplimiento estricto de todos los procedimientos que legitiman el pago hasta su etapa final, que es el depósito efectivo del dinero en la cuenta cliente del beneficiario. Desde luego, ese lapso que transcurre entre el momento en que se adquiere la obligación y el momento en que se paga, debe ser razonable y los parámetros con que se mida esa razonabilidad corresponde establecerlos a la Administración, basada en la experiencia acumulada a través de los años en este tipo de trámites. 

Ahora bien, si se demuestra que realmente se consumió un tiempo mayor del normal en los trámites y el consecuente pago de la obligación, se estaría en presencia de una situación anómala (que ya no tiene que ver con los trámites usuales), resultado de la ocurrencia de algún evento extraordinario, como podría ser la negligencia de algún funcionario o instancia, el extravío de documentos, etc. Ante una situación de ese tipo, sí se estaría en presencia de una conducta anormal o ilegítima de la Administración que podría configurar responsabilidad y el consecuente pago de intereses a título de indemnización. 

Establecido todo lo anterior, se hace necesario que la Administración valore nuevamente si procede el reconocimiento de los intereses en las sumas y por los periodos que las resoluciones disponen.

En otro orden de ideas, de los seis casos presentados para estudio de esta Área de Fiscalización, el de las señoras Nydia Alfaro Ávila y Elda Zamora Barquero, por su naturaleza, deben ser tratados de manera particular. 

El reconocimiento de los derechos laborales de las señoras supracitadas se enmarca dentro de las disposiciones del artículo 37, inciso f, del Estatuto de Servicio Civil, (ver resultando 1 de las resoluciones), es decir, los pagos obedecieron a una  indemnización por supresión de plaza. Ahora bien, este artículo 37, inciso f, establece una indemnización de un mes por cada año o fracción de seis meses de servicios prestados...que se satisfará por mensualidades consecutivas, del monto del sueldo devengado, a partir de la supresión del empleo y hasta completar el límite del derecho respectivo”.(Negrita y subrayado no están en la Ley).
No existe, consecuentemente, por parte de la Administración, obligación ineludible de pagar la indemnización en un solo tracto; lo que se ha aceptado es que siempre y cuando exista disponibilidad presupuestaria, se haga un solo pago, tal y como ocurrió en los casos de las señoras que nos ocupan,  con lo que estas personas no solo se vieron favorecidas al recibir de una sola vez todo el monto adeudado, sino que, por ese mismo hecho, se les cancelaron sumas antes del vencimiento del plazo con el cual contaba la Administración. 

En el caso de la señora Nydia Alfaro Ávila, quien fue despedida a partir del 16 de junio de 2001, habiendo laborado 25 años, tenía derecho a una indemnización equivalente a 25 meses de salario, pagadera en tractos mensuales a partir del 16 de julio de 2001, sea un mes después del despido; con este criterio los pagos mensuales debieron extenderse hasta el pasado 16 de agosto; sin embargo, según el texto resolutivo la totalidad de la suma adeudada se canceló de una sola vez el 9 de abril de 2002, sea 10 meses después del despido, lo que implica que la beneficiaria se vio favorecida con un pago por adelantado equivalente a 15 meses; bajo ese razonamiento es procedente cuestionarse la validez y legitimidad del reconocimiento de intereses moratorios, originado en sumas que más bien se cancelaron por adelantado. Si acaso correspondería un reconocimiento de intereses por el atraso en el pago de 9 meses de indemnización, pero para ello, debe el Ministerio demostrar que existió una actuación anormal e ilegítima de parte de la Administración, que justifique plenamente el consabido pago.

En lo referente a la situación de la señora Elda Zamora Barquero, quien fue despedida a partir del 16 de agosto de 2001 por reestructuración, debe señalarse que la exfuncionaria laboró 23 años, por lo que tenía derecho a una indemnización de 23 meses de salario, pagadera en tractos mensuales a partir del 16 de setiembre de 2001. De ahí que los pagos mensuales debieron extenderse hasta 16 de agosto de 2003; sin embargo, de conformidad con la resolución administrativa, la totalidad de la suma adeudada se canceló de una sola vez el  8 de mayo de 2002, sea 8 meses después del despido, lo que implica que la beneficiaria se vio favorecida con un pago adelantado equivalente a 15 meses, por lo que no se deben reconocer intereses por esos meses. A lo sumo se podrían reconocer intereses por el equivalente a 7 meses de atraso, pero siempre y cuando se demuestre una actuación anormal e ilegítima que justifique la erogación. 

Ahora bien, en ambos casos existe todavía otro aspecto por analizar: si un nuevo estudio por parte del Ministerio de Salud determinara que procede reconocer alguna suma por intereses, considérese que en vista de que el Estatuto de Servicio Civil dispone que los pagos se hagan en tractos mensuales, se tiene entonces que para las dos situaciones, el primer pago se debió efectuar un mes después del cese, el segundo dos meses después, el tercero tres meses después y así sucesivamente; de ahí que cuando se dice que hubo un atraso de varios meses en el pago, en realidad no se puede hablar en términos absolutos. Véase, por ejemplo, la situación de la señora Elda Zamora Barquero: si el primer tracto había de pagarse un mes después del despido y se pagó efectivamente siete meses después, a lo sumo se podría hablar de un atraso de seis meses; si el segundo tracto había de pagarse dos meses después del despido y se canceló efectivamente siete meses después, el atraso es equivalente a solamente cinco meses y así sucesivamente, hasta llegar al sexto tracto que debía hacerse siete meses después del despido como efectivamente se hizo, por lo que no se puede alegar atraso de ninguna naturaleza. El mismo tipo de razonamiento habría de hacerse en lo que respecta a la señora Nydia Alfaro Ávila. 

Por todo lo dicho, aclárense debidamente todas las cuestiones planteadas en este oficio, tanto las generales, como las particulares y adiciónense, cuando proceda, las resoluciones actuales, de previo a  remitir nuevamente para su estudio y eventual visado, las facturas objetadas en esta oportunidad y cuyos documentos de respaldo se adjuntan al presente oficio.   







Atentamente,

 





Lic. José Luis Alvarado Vargas

Gerente de Área

MFR/vag
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